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El presente informe jurídico analiza el expediente N° 042-2018-CPC-INDECOPI-

JUN, mediante el cual el denunciante interpone denuncia administrativa ante la 

Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi Junín, con fecha 12 de 

marzo de 2018, contra su Universidad, por la vulneración al deber de idoneidad 

contenido en el articulo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

debido a que personal de la universidad denunciada revisaba sus pertenencias 

al ingresar y salir del recinto universitario. Agrega que nunca se le comunicó de 

dicha medida al momento de contratar conforme al artículo 1.1 del mismo 

Código; y que esto constituye una vulneración a su derecho a la intimidad, 

consigna que también ha sido víctima de un trato diferenciado no justificado, así 

como que no ha sido atendida de manera oportuna el reclamo presentado. 

La comisión resolvió declarando todas las infracciones improcedentes por no 

contar con medios probatorios que corroboren los hechos contenidos en la 

denuncia; sin embargo, ampara la infracción del artículo 24 referente a la no 

atención oportuna del reclamo interpuesto, en vista de que la denunciada 

reconoció tal pretensión, obteniendo a cambio la sanción de amonestación y la 

exoneración de los costos procesales. 

La Sala, por el contrario, decide subsumir ciertas conductas dentro del deber de 

idoneidad con arreglo a lo previsto en el articulo 73°, aplicando el principio de 

especialidad y declarando responsable a la denunciada por la vulneración a 

dicho deber y violación a la intimidad del estudiante, por no detentar y comunicar 

un protocolo y procedimiento previo a la adopción de la medida. Confirmando la 

resolución recurrida en los demás extremos.  
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I. HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES. –  

 

1.1. Hechos señalados por parte del denunciante: 

 

El denunciante señala que la universidad denunciada viene realizando 

conductas que afectan su dignidad sin elementos que la justifiquen, puesto que 

realiza revisiones inapropiadas y desmedidas de sus pertenencias cada vez que 

se dispone a retirarse de los recintos universitarios. El denunciante manifiesta 

que dicha medida es una exigencia por parte de la universidad que adopta sin 

que se tome en consideración la incomodidad y molestia que dicho actuar 

ocasiona a su persona. 

Agrega que la universidad debería considerar mecanismos más idóneos, los 

cuales no afecten la dignidad de las personas en vista de que por tratar de 

preservar los bienes de la universidad denunciada o cuando ésta presuma una 

sustracción material de la misma, le lleve a exigir que los estudiantes tengan que 

abrir sus mochilas cada vez que ingresen o salgas de las aulas universitarias. 

El aludido hecho acaeció el día 30 de noviembre de 2017, al salir de las 

instalaciones del centro universitario, el denunciante optó por retirarse sin abrir 

la mochila aun cuando el personal de la denunciada le exigía lo contrario, 

procedió de tal modo debido a que se presentó una situación familiar de suma 

urgencia que lo obligaba a conducirse de tal manera en aquella oportunidad. En 

vista de ello el personal de la denunciada le profirió adjetivos calificativos que 

aludían a un mal comportamiento por negarse a ser revisado en sus 

pertenencias. 

En esa línea de ideas, señala que se han cometido las siguientes infracciones: 
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En relación con la supuesta infracción al artículo 18° y 19° del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor 

 

El denunciante refiere que se ha vulnerado el deber de idoneidad al cual esta 

obligada la universidad denunciada por ser proveedora del servicio en mérito al 

artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, aprobado por 

la Ley Nro. 29571. La denunciada agrega que la universidad nunca le informó 

que cada vez que se disponga a salir de los recintos universitarios debía abrir su 

mochila y a que el personal de la universidad tenga que emitir un 

pronunciamiento inapropiado de su persona en caso se niegue a llevarlo a cabo.  

Por último, expresa que, en el marco del deber de idoneidad, los límites de la 

obligación del proveedor se ajustan a lo ofrecido, negociado y contratado, por 

ende, siendo que según lo negociado y contratado no se le faculta a exigir la 

apertura de las mochilas, se confirma de este modo su falta de idoneidad. 

 

En relación con la supuesta infracción al artículo 38.3 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor. 

 

El denunciante manifiesta que ha existido un trato diferenciado, porque la medida 

de revisión de mochilas y maletas no se ve replicada en los estudiantes que 

ingresan o salen de las instalaciones universitarias con algún vehículo 

automotor, dígase, moto o auto particular; por ello, asevera tal vulneración del 

referido dispositivo. 

Dicho actuar, según el denunciante, configura un actuar discriminatorio por parte 

de la universidad denunciada en vista de un trato desigual entre dos clases de 

estudiantes: los que ingresan a pie y los que lo hacen con algún vehículo 
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automotor en razón a que en estos últimos no se aplican las medidas de revisión 

de mochilas. 

 

En relación con la supuesta vulneración del derecho constitucional a la intimidad 

 

El denunciante refiere que se ha vulnerado su derecho a la intimidad, como 

consecuencia de que personal de la universidad revisa su mochila a la entrada 

y salida del recinto universitario, de modo que, mediante este proceder acceden 

a información que constituye parte de su vida privada, aspecto que debe 

mantenerse en reserva porque, como ha referido en su denuncia, toda persona 

tiene derecho a la intimidad personal. (Artículo 2°, Inciso 7, Constitución Política 

del Perú 1993) 

Cita para tal efecto, argumentos del Tribunal Constitucional referidos a que nadie 

puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada. 

(Sentencia Tribunal Constitucional Nro. 00009-2014-PI/TC) 

Así también, invoca lo mencionado por el Tribunal Constitucional en lo que 

respecta al carácter genérico del derecho a la vida privada y el derecho a la 

intimidad como una de sus manifestaciones. (Sentencia del Tribunal 

Constitucional Nro. 6712-2005-HC) 

Del mismo modo, el denunciante alega en su defensa que la vida privada se 

encuentra constituida por los datos, hechos o situaciones desconocidas para la 

comunidad, que aun siendo verídicos deben estar reservados al conocimiento 

del titular del derecho y hasta de un grupo reducido de personas. (Sentencia 

Tribunal Constitucional Nro. 0009-2007-PI/TC). 
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El Tribunal Constitucional señala que la intimidad se presenta como una libertad 

en un sentido negativo porque excluye o impide que terceros puedan acceder a 

determinados contenidos que la propia persona desea resguardar. (Sentencia 

Tribunal Constitucional Nro. 6712-2005-HC).  

En ese sentido, el denunciante señala que se ha vulnerado su derecho a la vida 

privada y a la intimidad personal, además considera que, con las revisiones 

ilegales que realiza la universidad denunciada a sus mochilas, se ha configurado 

una intromisión a su intimidad y con ese accionar pone de relieve una intención 

a conocer aquello que le está impedido conocer. 

 

En relación con la vulneración al artículo 24.1 del código de protección y defensa del 

consumidor. 

 

En este extremo, el denunciante universitario señala que, con fecha 23 de enero 

de 2018, presentó un reclamo a fin de que la universidad pueda brindar una 

solución respecto a la revisión desmedida de las mochilas, sin embargo, hasta 

la fecha de presentación de la denuncia ante la mesa de partes de la Comisión 

de Protección al Consumidor de la Oficina Regional del INDECOPI Junín, no 

existía respuesta oportuna al reclamo formulado. 

Agrega además que, existía para entonces una vulneración al artículo 24.1 del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor por parte de la misma 

universidad, que había sido denunciada en otro procedimiento administrativo 

recogido en Expediente Nro. 052-2018/PSO-INDECOPI-JUN. Y, finalmente, 

solicita una fiscalización a efectos de que la Comisión de Protección al 
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Consumidor de la Oficina Regional del INDECOPI Junín tome conocimiento de 

las irregularidades que podría estar realizando la denunciada.  

 

Respecto a los costos y costas del procedimiento: 

 

El denunciante realiza el pago de S/. 36.00 (TREINTA Y SEIS CON 00/100 

SOLES) por concepto de tasa administrativa en calidad de costas. 

Respecto a los costos, expresa que los honorarios de su abogada ascienden a 

la suma de S/. 2,000.00 (DOS MIL CON 00/100 SOLES)  

Por último, solicita que la universidad denunciada se abstenga de seguir 

revisando las mochilas, adicionalmente, solicita que la universidad lleve un mejor 

control de su personal en torno a su capacitación y forma de trato con los 

estudiantes, además de una multa por el incorrecto proceder de la denunciada 

sumado al pago de los costos y costas del procedimiento. 

 

1.2. Hechos expuestos por parte de la denunciada: 

 

El 12 de junio de 2018, la universidad denunciada procede a emitir sus descargos 

a la imputación hecha, de la siguiente manera: 

 

En relación con la vulneración al derecho a la intimidad del denunciante  

 

La denunciada expresa que, de forma excepcional y voluntaria, solicita a los 

estudiantes se le permita revisar sus pertenencias en la puerta de ingreso, 
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añadiendo que la medida no es diaria y que solo se efectúa por temas de 

seguridad, cuando alguna autoridad visita las instalaciones del centro de 

educación superior. 

Alega que el denunciante no incorpora ningún medio probatorio que acredite la 

violación del derecho a la intimidad por parte de la universidad y que se basa en 

un supuesto fáctico no corroborado consistente en que la universidad revisa las 

mochilas; de modo que, el denunciante no ha ofrecido medio probatorio que 

demuestre tal vulneración al derecho a la intimidad, por ende, no se ha 

acreditado que la universidad revise las mochilas.  

Por tales consideraciones, la denunciada universidad solicita que se declare 

infundada esta primera pretensión. 

 

En relación con la supuesta infracción del deber de información al haber omitido comunicar 

la medida consistente en que personal de la universidad realizará la revisión de sus 

pertenencias al momento de contratar vulnerando así el numeral 1.1, inciso B, del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. 

 

La denunciada alega que la revisión de las mochilas se efectúa de manera 

excepcional y por razones de seguridad para salvaguardar la integridad y 

patrimonio de la comunidad universitaria. 

Además, manifiesta que toda la comunidad universitaria conoce de este hecho, 

y que de conformidad con el artículo 5° y 6° del Reglamento de Disciplina del 

Centro Universitario, se prescribe que el negarse a la revisión de las mochilas y 

maleteras cuando sea solicitado por el personal de la universidad, constituye una 

infracción leve, por ende, del mencionado reglamento se desprende que todos 
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los estudiantes tienen completo conocimiento que por razones de seguridad de 

manera excepcional se realizan las revisiones de las mochilas. 

 

En relación con la vulneración del artículo 38.3 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor consistente en un trato diferenciado. 

 

La universidad denunciada en su escrito de descargos, señala que no existe 

medio probatorio que acredite el supuesto trato diferenciado, además de 

recordarle al denunciante que existe por mandato legal una imposición respecto 

a la carga de la prueba, que recae sobre el denunciante, en primer orden, por 

ello, deberá acreditar el supuesto trato diferenciado para luego la universidad 

denunciada pasar a demostrar que el trato diferenciado obedece a supuesto 

razonable y justificado, para finalmente volver a recaer sobre el denunciante la 

carga de probar que lo dicho por la denunciada es solamente un pretexto o 

esconde una práctica discriminatoria. 

 

En relaciona a que el personal de la universidad habría proferido adjetivos despectivos 

contra el denunciante 

 

La universidad denunciada refiere que no existe ningún medio probatorio que 

acredite tal conducta por parte del personal universitario que supuestamente 

vulnere el artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor en 

torno al deber de idoneidad, agrega que todo el personal esta capacitado y se 

ha verificado que su trato es cordial. Manifiesta que el denunciante estaría 

pretendiendo el cobro de costos del procedimiento. 
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En relación con la vulneración del artículo 24.1 del código de protección y defensa del 

consumidor en vista de que no dio respuesta al reclamo presentado por el denunciante de 

manera oportuna. 

 

La universidad denunciada refiere que el centro de atención al usuario, con fecha 

23 de enero de 2018, recibió el reclamo y que este fue atendido mediante carta, 

de fecha 30 de mayo del mismo año, tal como lo acredita con el anexo que 

adjunta a su escrito de descargos. Expresa que con dicha carta de respuesta se 

logró satisfacer el interés del denunciante. En ese sentido, invoca el artículo 112° 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor respecto a que cuando el 

proveedor reconoce las pretensiones contenidas en la denuncia se da por 

concluido el procedimiento de manera liminar, pudiendo imponerse una 

amonestación si el reconocimiento se realiza con la presentación de los 

descargos y se exonera del pago de los costos del procedimiento.  Así, la 

universidad denunciada reconoció que no brindó la respuesta de forma 

inmediata y solicita en virtud de tal reconocimiento se declare la improcedencia 

referente a este extremo y se disponga la exoneración del pago de los costos. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL PROCEDIMIENTO. – 

 

 

2.1.  PRIMER PROBLEMA 

El primer problema jurídico detectado radica en la interpretación errónea 

por parte de Comisión y de la Sala en entender la propuesta de inspección, 
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que es un medio de prueba a incorporar al procedimiento, como una 

solicitud de fiscalización cuya naturaleza jurídica es distinta. 

 

2.1.1. ANÁLISIS  

En el octavo fundamento de la denuncia administrativa, el recurrente solicita la 

“fiscalización” a efectos de que la comisión tome conocimiento de las 

irregularidades que estaría realizando la universidad denunciada. 

Del mismo modo, en el recurso de apelación del denunciante en su respectivo 

penúltimo párrafo del fundamento tres, se hace referencia sobre la solicitud de 

“fiscalización” y como ésta no ha sido tomada en cuenta, ni existía 

pronunciamiento de la Comisión en su resolución que resolvía la controversia en 

primera instancia administrativa. El recurrente alega que desde la interposición 

de la denuncia hasta la resolución final han transcurrido más de siete (7) meses 

sin haber realizado la “fiscalización” requerida. 

Así, en el fundamento sexto del recurso de apelación, vuelve a alegar que en 

vista de que la Comisión ha desestimado todas sus pretensiones porque no se 

han acreditado con medios probatorios los hechos formulados, el denunciante 

hace hincapié en la solicitud de “fiscalización” que ha hecho de manera reiterada 

a lo largo del procedimiento. 

 

2.2. SEGUNDO PROBLEMA 

EL segundo problema jurídico determinado versa en la correcta aplicación 

de la norma, o bien el artículo 19° o bien el artículo 73° del Código de 
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Protección y Defensa del Consumidor, para determinar la conducta 

infractora del deber de idoneidad del proveedor. 

 

2.2.1. ANÁLISIS 

La Sala considera que las conductas imputadas debieron ser analizas al amparo 

del artículo 73° del Código de Protección y Defensa del Consumidor y no aplicar 

el articulo 19° que es una norma general. En el punto 24 y siguientes de la 

Resolución de segunda instancia administrativa, la Sala motiva la aplicación del 

articulo 73° por tratarse de presuntos defectos en el servicio brindado por la 

universidad denunciada en su calidad de proveedor de servicios educativos. Por 

ende, la Sala decidió declarar la nulidad en ese extremo en la resolución que 

había expedido la comisión en primera instancia administrativa, pero en virtud 

del artículo 227° de la ley Nro. 27444, la sala decidió resolver sobre el fondo del 

asunto por encontrar elementos suficientes para ello. 

 

2.3. TERCER PROBLEMA 

El tercer problema jurídico detectado consiste en la vulneración o no del 

principio de tipicidad por exigir un protocolo para la revisión de las 

mochilas. 

 

2.3.1. ANÁLISIS 

En el fundamento 58 de la resolución de segunda instancia administrativa emitida 

por la sala especializada, esta señala que no existe normativa nacional ni 
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legislación sectorial que regule la medida de revisión de maletas, también 

expresa que la universidad tiene la libertad de emplear los mecanismos que 

considere necesarios a fin de brindar un servicio adecuado. Agrega, en el 

fundamento 59, que el solo hecho de la revisión de las pertenencias de un 

alumno no constituye per se una conducta que viole la normativa de protección 

al consumidor. 

Finalmente, a criterio de la Sala, corresponde declarar fundada la denuncia 

porque no ha quedado evidenciado que la Universidad hubiera revisado las 

pertenencias dentro del contexto de un procedimiento existente y previamente 

comunicado al alumno. 

 

2.4. CUARTO PROBLEMA 

Un cuarto problema jurídico detectado trata sobre la manera de interpretar 

las normas sancionatorias (interpretación extensiva o restringida) por 

parte de la sala especializada al momento de imponer la sanción al deber 

de idoneidad por carecer de un protocolo para la medida de revisión de 

maletas. 

 

2.4.1. ANÁLISIS 

La Comisión había declarado infundada la denuncia porque los hechos alegados 

no podían ser corroborados con caudal probatorio conforme al fundamento 28 

de la resolución final emitida por aquella, en ese mismo fundamento señala que 

es obligación del denunciante probar los hechos que alega para que el proveedor 
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tenga la carga de demostrar lo contrario. Por otro lado, la Sala señala, en el 

fundamento 58 de la resolución administrativa de segunda instancia, que no hay 

normativa ni legislación que regule la medida de revisión de pertenencias al 

ingreso y salida de la universidad; y que hay libertad en la implementación de 

mecanismos de seguridad, no obstante, conforme al fundamento 66, decidió 

declarar fundada la denuncia en vista de que la universidad no contaba con un 

protocolo previamente elaborado e informado al alumno.  

 

2.5. QUINTO PROBLEMA 

Un quinto problema jurídico detectado consiste en la omisión por parte de 

la Sala especializada en emplear los sucedáneos (indicios) a pesar de 

encontrarse legitimada por el artículo 39° del Código de protección y 

Defensa del Consumidor con el objeto de determinar la infracción por 

mantener un trato diferenciado entre los alumnos que ingresan a pie y los 

que hacen lo propio en auto al momento de la revisión de las pertenencias.  

 

2.5.1. ANÁLISIS 

La Sala, en su fundamento 77 de la resolución de segunda instancia, aplica el 

articulo 39° y le recuerda al denunciante que en virtud a dicho dispositivo legal, 

es su propia persona la encargada de acreditar en primer término el trato 

desigual para luego la administración exija al denunciante que dicho trato 

desigual obedece a elementos objetivos y justificados, y finalmente el 

denunciante tendrá una vez más que demostrar que esa causa “objetiva” es solo 

un pretexto o simulación para incurrir en un trato diferenciado.  
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Así lo dicho, en el fundamento 82, la Sala manifiesta que no se ha podido probar, 

aún de manera indiciaria, que la universidad hubiera incurrido en dicha 

infracción, invoca también como parte de sus fundamentos el artículo 196° del 

código procesal civil, el cual señala que quien alega hechos debe probarlos, por 

estos considerandos resolvió confirmar la resolución venida en grado en dicho 

extremo. 

 

2.6. SEXTO PROBLEMA 

Un sexto problema jurídico detectado es la omisión del uso del principio 

de proporcionalidad para determinar la vulneración o no del derecho a la 

intimidad del denunciante, en vista de que la universidad denunciada era 

la garante del derecho a un ambiente seguro y saludable dentro de las 

instalaciones universitarias. 

 

2.6.1. ANÁLISIS 

En el fundamento 46 de la Resolución de segunda instancia administrativa, la 

Sala considera que para determinar la responsabilidad de la denunciada 

corresponderá evaluar si la adopción de la medida es desproporcionada y si esta 

afecta su derecho a la intimidad, es uno de los pocos puntos en donde se habla 

de analizar la proporcionalidad de la medida. 

Del mismo modo, en el fundamento 47 de la resolución de segunda instancia 

administrativa, se señala claramente los dos principios en colisión que en propias 

palabras de la Sala se encuentran en juego: el derecho a la intimidad del 
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denunciante al revisar sus pertenencias y la libertad de poder emplear 

mecanismos validos dentro de sus instalaciones por razones de seguridad. 

Finalmente, recapitula que la sala en anteriores pronunciamientos señaló la 

libertad que tienen los establecimientos comerciales de poder adoptar diversas 

medidas de seguridad a fin de resguardar el patrimonio propio y el de los propios 

consumidores. 

 

2.7. SÉPTIMO PROBLEMA 

El séptimo problema jurídico detectado versa en si la universidad ha 

cumplido o no con el deber de información de la medida de revisión de 

mochilas al estudiante recurrente. Asimismo, determinar si es suficiente la 

comunicación del Reglamento de Disciplina donde se hacía referencia a la 

revisión de mochilas y maletas para eximir de responsabilidad 

administrativa sobre ese extremo a la denunciada. 

 

2.7.1. ANÁLISIS 

La universidad denunciada en el fundamento siete (7) de sus descargos señala 

que es de conocimiento de todos los estudiantes en todos los periodos 

académicos de la medida de revisión de pertenencias por parte de la institución. 

Aunado a ello cita el articulo 5° y 6° del Reglamento de Disciplina de la 

Universidad donde se desprende que los estudiantes tienen pleno conocimiento 

del mismo. 
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III. POSICION FUNDAMENTADA DE LOS PROBLEMAS JURIDICOS 

 

 

3.1. POSICION RESPECTO AL PRIMER PROBLEMA 

Que existe una mala interpretación de la solicitud hecha por el denunciante a la 

Comisión de Protección al Consumidor de la Oficina Regional del INDECOPI 

Junín, respecto a la fiscalización, cuando dicho pedido debía haber sido 

entendido como una propuesta de inspección.  

Porque la carga de la prueba se rige por el principio de impulso de oficio, y según 

el artículo 173° “corresponde a los administrados aportar pruebas mediante la 

presentación de documentos e informes, proponer pericias, testimonios, 

inspecciones y demás diligencias permitidas, o aducir alegaciones” (Ley N° 

27444, 2019). 

Por ello, fue denegada la inspección entendida como un pedido de fiscalización, 

ya que la Comisión de Protección al Consumidor de la Oficina Regional del 

INDECOPI Junín, refiere que según el artículo 239° la fiscalización es una 

potestad exclusiva de la autoridad administrativa y “una actividad consistente en 

diligencias de investigación, supervisión control o inspección sobre el 

cumplimiento de las obligaciones, prohibiciones y otras limitaciones exigibles a 

los administrados” (Ley Nro. 27444,2019). 

Si bien no estamos en el fuero judicial, la Comisión y la Sala se encontraban en 

una mejor posición para aplicar los artículos pertinentes o si se invocaron de 

manera errónea, se encontraba en la obligación de corregirla actuando de 

manera similar a como lo haría un juez guiado por el principio “Iura Novit Curia”. 
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3.2. POSICION RESPECTO AL SEGUNDO PROBLEMA 

En mi opinión, se ha vulnerado el principio de especialidad por parte de la 

Comisión de la Oficina Regional del Indecopi Junín en vista de que la conducta 

infractora referida al deber de idoneidad no debió ser subsumida en el artículo 

19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, aprobado por Ley Nro. 

29571, sino en el supuesto de hecho del artículo 73° del mismo cuerpo de leyes, 

por ser un capítulo especial en torno al proveedor de productos y servicios 

educativos, por ende actuó de manera correcta Sala en segunda instancia en 

dicho extremo. 

De tal manera, se pone en vigencia y se cumple con observar el principio de 

especialidad. 

 

3.3. POSICION RESPECTO AL TERCER PROBLEMA 

Bajo mi criterio, se ha vulnerado el principio de legalidad y tipicidad, toda vez que 

la conducta infractora consistente en la revisión de las pertenencias del 

denunciante mediante el personal de la universidad y que este hecho 

supuestamente vulneraría su derecho a la intimidad además de no ser informado 

de manera oportuna en la contratación del servicio educativo de modo que todos 

los hechos constituirían una infracción al deber de idoneidad. No obstante, la 

propia Sala ha mencionado que no hay legislación sectorial ni norma que regule 

la medida de revisión de las maletas al ingreso y salida de las instalaciones 

universitarias, también dijo que hay plena libertad del proveedor de implementar 

las medidas de seguridad que crea convenientes; y que per se la revisión de las 

maletas no es una infracción al deber de idoneidad.  
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Recordando todas estas cosas mencionadas por la propia Sala, es sorprendente 

como finalmente ésta decide sancionar a la universidad por no contar con un 

procedimiento para ejecutar dicha medida, cayendo en propia contradicción, 

además que para la naturaleza de los bienes jurídicos que se pretenden proteger 

como son el patrimonio y la integridad física dentro de las instalaciones 

universitarias, se requiere mucha flexibilidad para actuar de manera anticipada 

a las contingencias que podrían amenazar dichos bienes. 

 

3.4. POSICION RESPECTO AL CUARTO PROBLEMA 

En concordancia con el párrafo anterior, considero que las normas 

sancionatorias deben ser interpretadas de manera restringida y no de modo 

extensivo, como lo ha hecho la Sala vulnerando el principio de tipicidad y el 

aludido criterio interpretativo para las disposiciones sancionadoras. 

 

3.5. POSICION RESPECTO AL QUINTO PROBLEMA 

Postulo que la Sala no empleó los sucedáneos a pesar de encontrarse facultado 

por el artículo 39° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, para 

utilizar indicios u otros sucedáneos de los medios probatorios y, sin embargo, sí 

fueron empleados para determinar la responsabilidad de la universidad por la 

infracción del artículo 73° del mismo cuerpo de leyes. 

Esta contradicción marca en demasía su actuar dentro del procedimiento, puesto 

que bajo el principio de impulso de oficio el cual lo obliga a tener un rol más activo 

y protagónico dentro del procedimiento y en concordancia con el principio de 
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verdad material, se hubiera acogido la propuesta de inspección al centro de 

estudios recabando in situ las pruebas del trato diferenciado coadyuvando no al 

denunciante, sino al procedimiento en el esclarecimiento del mismo. 

 

3.6. POSICION RESPECTO AL SEXTO PROBLEMA 

Considero que hay una ausencia en el empleo del principio de proporcionalidad 

(test de proporcionalidad) a fin de resolver la controversia entre la colisión de los 

derechos en juego que se ventilaban en autos, en relación al derecho a la 

intimidad cuyo titularidad recae en el denunciante y el derecho de la comunidad 

universitaria a que se le garantizara un ambiente sano, seguro y sin violencia 

dentro de las instalaciones universitarias cuyo deber de garante recae en cabeza 

de la universidad denunciada. 

Por ello, considero que la medida resulta proporcional con los fines que desea 

alcanzar que son la protección del patrimonio de la universidad y de los 

estudiantes junto con el resguardo de la integridad física y psicológica, porque, 

como se repite, la denunciada es la garante que dentro de las aulas de 

enseñanza los estudiantes se encuentren a salvo en un ambiente seguro y 

tranquilo. Nadie espera que su hijo universitario vaya a la universidad a ser objeto 

de hurto o en el peor de los casos a perder la vida. 

 

3.7. POSICION RESPECTO AL SÉPTIMO PROBLEMA 

En mi opinión, considero que la universidad denunciada ha cumplido con su 

deber de informar conforme al artículo 1.1 del Código de Protección y Defensa 
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del Consumidor en vista de que comunicó mediante el Reglamento de Disciplina, 

que les era entregado a cada uno de los estudiantes antes de iniciar los periodos 

académicos, de la medida de revisión de maletas y maleteras conforme a dicho 

reglamento; de modo que, bajo el criterio de que no existe norma que regule 

dicho aspecto, argumento también señalado por la propia Sala, y en armonía con 

el inciso A del artículo 24° de la Constitución del Perú, el cual señala que nadie 

se encuentra obligado a hacer lo que la ley no manda ni impedido de hacer lo 

que ella no prohíbe, la universidad tenia la suficiente legitimidad para 

implementar los mecanismos de seguridad que crea más convenientes en razón 

a los bienes que estaban en juego como el patrimonio y la integridad de los 

estudiantes a los cuales esta llamado a tutelar. 

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EXPEDIDAS. – 

 

4.1. POSICIÓN RESPECTO A LA RESOLUCIÓN DE PRIMERA 

INSTANCIA 

 

En referencia a la primera instancia, postulo que me encuentro parcialmente de 

acuerdo con lo resuelto por la Comisión de la Oficina Regional del INDECOPI 

JUNIN, porque considero que no existe responsabilidad por las supuestas 

infracciones consistentes en la vulneración del artículo 19°, 1.1° e inciso 7 del 

artículo 2 de la Constitución Política del Perú, no obstante discrepo con los 

motivos allí indicados (sobre la no existencia de caudal probatorio), sino porque 

se debió resolver mediante el test de proporcionalidad en vista de la existencia 
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de la colisión de dos derechos en conflicto, por un lado, el derecho a la intimidad 

del denunciante y, por otro, la protección del patrimonio por parte de la 

universidad y constituirse como garante del derecho de los estudiantes a un 

ambiente sano, seguro y sin violencia dentro de las instalaciones escolares. 

Sabiendo que si el patrimonio, la seguridad, la vida, integridad y salud del 

denunciante es protegida de manera adecuada redundará en beneficios para 

toda la comunidad universitaria, es decir, la medida que considera invasiva en sí 

es el vehículo para una prestación educativa de calidad dentro de un marco de 

seguridad porque nadie espera que dentro de las aulas se extravíen sus objetos 

personales o en el peor de los escenarios perder la vida, por ello la universidad 

debe tener plena libertad para que dentro de su gestión adopte, de la manera 

más flexible, las disposiciones que crea conveniente a fin de disuadir cualquier 

peligro u amenaza a fin de alcanzar un derecho a un ambiente de estudio con 

las garantías de seguridad suficientes.  

En ese contexto, es pertinente mencionar lo que Juan Espinoza (2021) señala 

respecto a la seguridad que debe ostentar el proveedor dentro de sus locales y 

su relación con la idoneidad: 

En diciembre del 2002 un consumidor se encontraba haciendo la cola para 

realizar un pedido de dos pizzas en un local comercial y “sintió ligeros 

empujones desde la parte de atrás; lo cual le hizo reaccionar 

instintivamente y llevar la mano hacia el bolsillo posterior derecho de su 

pantalón, percatándose que no tenía su billetera, asumiendo que esta le 

había sido hurtada dentro de dicho establecimiento”. ¿Podría 

argumentarse que, no obstante, no haberse perfeccionado la transacción 

comercial, se configura una relación de consumo? Creo que la respuesta 
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correcta es la negativa: lo que sí se configura desde que se entra en el 

local es el deber de idoneidad que tiene el proveedor para con el 

consumidor respecto a la seguridad mínima que se debe ofrecer dentro 

de los locales abiertos al público de los cuales el proveedor es titular. No 

se olvide que la Constitución Política del Perú del 1993, en su artículo 65, 

así como el artículo 7 de la LCP (vigente al momento de los hechos), 

reconocen el derecho a la seguridad de los consumidores. Derecho a la 

seguridad que se puede presentar tanto dentro como (en este caso) fuera 

de una relación de consumo. (p.178) 

En ese sentido, a fin de interpretar de manera adecuada las normas 

constitucionales José María Pacori (2021) señala lo siguiente: 

Las normas constitucionales se interpretarán en el sentido que más se 

ajuste a la Constitución en su integralidad, en caso de duda, se 

interpretará en el sentido que más favorezca a la plena vigencia de los 

derechos reconocidos en la Constitución y que mejor respete la voluntad 

del constituyente. Se tendrán en cuenta los siguientes métodos y reglas 

de interpretación jurídica constitucional y ordinaria para resolver las 

causas que se sometan a su conocimiento, sin perjuicio de que en un caso 

se utilicen uno o varios de ellos: 

1. Reglas de solución de antinomias. Cuando existan 

contradicciones entre normas jurídicas, se aplicará la competente, la 

jerárquicamente superior, la especial, o la posterior. 

2. Principio de proporcionalidad. Cuando existan 

contradicciones entre principios o normas, y no sea posible resolverlas a 

través de las reglas de solución de antinomias, se aplicará el principio de 
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proporcionalidad; para tal efecto, se verificará que la medida en cuestión 

proteja un fin constitucionalmente válido, que sea idónea, necesaria para 

garantizarlo, y que exista un debido equilibrio entre la protección y la 

restricción constitucional. 

3. Ponderación. Se deberá establecer una relación de 

preferencia entre los principios y normas, condicionada a las 

circunstancias del caso concreto, para determinar la decisión adecuada; 

cuanto mayor sea el grado de la no satisfacción o de afectación de un 

derecho o principio, tanto mayor tiene que ser la importancia de la 

satisfacción del otro.  

4. Interpretación evolutiva o dinámica. Las normas se 

entenderán a partir de las cambiantes situaciones que ellas regulan, con 

el objeto de no hacerlas inoperantes o ineficientes o de tornarlas 

contrarias a otras reglas o principios constitucionales. 

5. Interpretación sistemática. Las normas jurídicas deberán ser 

interpretadas a partir del contexto general del texto normativo, para lograr 

entre todas las disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y 

armonía. (p.169) 

Con una adecuada ponderación de los derechos en conflicto, se hubiese 

arribado a una solución verdaderamente fundamentada y, en concordancia con 

el principio de verdad material aunado con el principio de impulso de oficio, la 

comisión debió actuar de manera más protagónica, disponiendo la práctica de 

actuaciones como la inspección con la finalidad de corroborar los hechos.  

Aunque es pertinente mencionar, que la comisión y la sala terminaron 

confundiendo el término inspección con el de fiscalización; porque de un análisis 
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minucioso de los hechos consignados en la denuncia, se desprende que, al no 

contar con las pruebas suficientes, la solicitud hecha por el denunciante era que 

la comisión en situ se constituyera en el local universitario con el objeto que 

acreditar la revisión de las maletas conforme al artículo 173° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, en calidad de medio probatorio. 

Respecto a la infracción del artículo 38° Código de Protección y Defensa del 

Consumidor consistente en un supuesto trato diferenciado, la Comisión de la 

Oficina Regional del INDECOPI Junín desestimó la denuncia en ese extremo por 

no existir medio probatorio que acredite el supuesto trato diferenciado. 

No obstante, a diferencia de la infracción al deber de idoneidad, en donde aplica 

los sucedáneos procesales, tal como los indicios, no hace lo propio con el 

supuesto trato diferenciado, a pesar que conforme al artículo 39° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, la comisión estaba facultada para poder 

emplear algún indicio.  

En relación con lo consignado en el párrafo precedente es pertinente señalar lo 

dicho por Oscar Zegarra (2001): 

La Administración dirige su actuación a la búsqueda de la verdad material 

en todos sus órdenes. Por esta razón, se ha establecido que durante el 

desarrollo de tal actuación se deberán practicar todas las diligencias de 

carácter probatorio destinadas a verificar la certeza de los hechos 

manifestados por parte de los sujetos del procedimiento administrativo. 

Por tanto, la aplicación del impulso de oficio, en materia probatoria, 

impone a la Entidad la obligación de verificar y probar debidamente los 

hechos que se expone o que servirán de fundamento a la resolución del 
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procedimiento además tiene la obligación de proceder a la realización de 

la actividad probatoria misma cuando lo requiera el procedimiento. El 

segundo supuesto corresponde a las pruebas aportadas por los 

administrados. Finalmente se deduce que, en todos los casos rige como 

principio que la prueba está a cargo del pretensor. (p.210) 

Postulo que mediante el empleo de los indicios se hubiese llegado a la 

acreditación del supuesto trato diferenciado. Sin embargo, a pesar de que el 

denunciante haya mencionado que no siempre contaba con algún dispositivo 

que permitiera grabar una infracción, lo cierto es que por lo que se colige de su 

denuncia y demás escritos posteriores, la supuesta infracción era de naturaleza 

continua, ergo tenía la capacidad para que cualquier día de la semana pudiese 

darse la oportunidad de grabar tal hecho con cualquier dispositivo electrónico, y, 

de este modo, tener algún indicio que dicho actuar era replicado con la persona 

del denunciante, o solicitar las grabaciones de fecha distinta al momento del 

incidente ocurrido el 30 de noviembre de 2017, sino por el contrario alguna fecha 

próxima, cercana al momento presente donde se efectuase dicha vulneración al 

derecho a la intimidad, toda vez que, según lo vertido por el propio denunciante, 

la comisión de la infracción seguía ocurriendo, por ende, se deduce que la 

naturaleza de la conducta infractora era continua.  

Así también, se colige la capacidad de obtener alguna muestra de tal hecho, por 

medio de cualquier dispositivo electrónico que tenga el denunciante y, de eso 

modo, coadyuvar a la acreditación de los hechos, sin embargo, nunca lo realizó 

lo cual resulta sorprendente y llama la atención, circunstancia que debió también 

meritar la Comisión y la Sala especializada.  
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El tema de la discriminación que data de mucho tiempo atrás, y merece ser 

recordado para poder involucrase más en la razón de ser del actual articulo 38° 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor, en atención a esto Juan 

Espinoza (2021) menciona lo siguiente:  

El punto de partida lo encontramos en la publicación en diversos medios 

de comunicación, por parte del INDECOPI, del aviso titulado 

“¿Discriminación en locales abiertos al público?”, de fecha 19 de abril del 

1998. En dicha publicación, INDECOPI no solo recuerda la obligación de 

trato igualitario a los consumidores en el mercado, sino que además 

intenta, en pocas líneas, delimitar el contenido de la tan socorrida 

muletilla: “nos reservamos el derecho de admisión”.  

Con anterioridad a dicha publicación, el Sistema de Apoyo al 

Consumidor del INDECOPI había recibido diversas denuncias telefónicas, 

las cuales fueron ratificadas a través de informes periodísticos en 

diferentes medios de comunicación, lo cual solo hacía reiterar un secreto 

a voces por todos conocido. Aparentemente, en algunos lugares públicos 

de Lima, como restaurantes, discotecas, pubs y cafés, se discrimina no 

solo en el ingreso, sino también, en un trato diferenciado a los clientes por 

criterios inadecuados, entre otros, por razón de su raza o de su (aparente) 

condición socioeconómica.  

Dentro del marco descrito, INDECOPI inició un procedimiento de 

oficio a fin de confirmar las denuncias interpuestas, emprendiendo una 

serie de visitas inspectivas, con el fin de determinar en qué lugares y en 

qué medida, se realizan actos de discriminación. Posteriormente, 

INDECOPI recibe la denuncia de la Asociación Peruana de Consumidores 
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y Usuarios - ASPEC, por hechos similares a los expuestos. En agosto de 

1998, luego de comprobar los hechos demandados, la Comisión de 

Protección al Consumidor de INDECOPI, decide sancionar a cada uno de 

los cinco locales que persistían con sus prácticas discriminatorias, con 

una multa ascendente a 20 UITs y 20 días de clausura temporal. (p. 391) 

Del mismo modo, Esteban Carbonell (2021) al comentar el artículo 38° señala lo 

siguiente: 

Entonces, este artículo, señala que están prohibidos los actos 

discriminatorios tales como los que suceden usualmente en los locales 

abiertos al público que ofrecen productos o servicios, en los cuales 

mediante cualquier pretexto, argumento o simulación se niegan a que un 

usuario o consumidor entre a dicho local.  

Sin embargo, la Constitución Política del Perú en el inciso 2 del 

Artículo 2° señala que: 

"(. . .) Toda persona tiene derecho a la igualdad ante la ley. Nadie 

debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, 

opinión, condición económica o de cualquiera otra índole."  

El Artículo 323 Del Código Penal señala que:  

"El que discrimina a otra persona o grupo de personas, por su 

diferencia racial, étnica, religiosa o sexual, será reprimido con prestación 

de servicios a la comunidad de treinta a sesenta jornadas o limitación de 

días libres de veinte a sesenta jornadas.  
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Si el agente es funcionario público la pena será prestación de 

servicios a la comunidad de sesenta a ciento veinte jornadas e 

inhabilitación por tres años, conforme al inciso 2) del Artículo 36." 

En conclusión, todos los consumidores somos personas, por tanto, 

somos iguales ante la ley, por consiguiente, ante todos, por ende, TODOS 

merecemos un trato igual y no ser discriminados por cualquier motivo, y 

como establece el último inciso de este artículo, en caso de haber un trato 

diferente, este debe de obedecer a causas OBJETIVAS Y RAZONABLES. 

(pp. 181-182) 

Respecto a la vulneración del artículo 24.1, si bien coincido con que la sanción 

impuesta a la denunciada no debe ser una amonestación, no concuerdo con las 

razones para ello.  

Por ejemplo, el denunciante señala que en el presente caso es una oportunidad 

para sentar un precedente ya que veía en la amonestación una sanción 

insuficiente, por mi parte, considero que en virtud a los criterios de graduación 

de la sanción en relación a las circunstancias agravantes, se establece como un 

supuesto de esta naturaleza, la reincidencia y según se desprende de la 

denuncia, se consigna que en otro procedimiento administrativo se había 

sancionado a la universidad por los mismos hechos ( no atender de manera 

oportuna los reclamos), por ello, postulo que era preciso una sanción pecuniaria 

mínima. 
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4.2. POSICIÓN RESPECTO A LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA 

INSTANCIA  

 

Considero que la Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió la 

cuestión controvertida respetando el principio de especialidad y empleó de 

manera correcta el principio de verdad material contenido en el numeral 1.11 del 

artículo IV del título preliminar de la Ley 27444, así como el artículo 227° del 

mismo cuerpo legal al declarar nulo parcialmente y al encontrar medios 

probatorios decidió continuar con la resolución del procedimiento; de lo contrario 

la situación jurídica de las partes se hubiera retrotraído al momento de la 

comisión del vicio, que para el caso en concreto, era con la resolución de 

imputación de cargos por parte de la secretaria técnica. 

Dicho esto, me encuentro conforme con el extremo que declara la nulidad parcial 

respecto al artículo 19° y 1.1° y con la consiguiente subsunción de la conducta 

del deber de informar en la conducta consistente en la vulneración del derecho 

a la intimidad mediante la revisión de las mochilas. 

Pues bien, ahora con una conducta infractora imputada a la denunciada 

universidad decide agregar la conducta consistente en los adjetivos proferidos 

por parte del personal de la universidad y ambas como infractoras del artículo 73 

del Código de Protección y Defesa del Consumidor, por vulnerar el deber de 

idoneidad en la provisión de los servicios educativos, dejando de atribuir tal 

infracción al artículo general del 19° del mismo cuerpo de leyes.  

Por otro lado, al momento de resolver Sala Especializada en Protección al 

Consumidor decide declarar fundada la denuncia por la supuesta infracción al 



32 
 

deber de idoneidad de los servicios educativos contenido en el artículo 73° del 

Código de Protección y Defesa del Consumidor, con lo cual me encuentro en 

completa disconformidad, pues considero que la universidad denunciada no 

infringió en ningún extremo tal deber de idoneidad, toda vez que la medida 

empleada era directamente proporcional y respondía a lo estrictamente 

necesario en aras de resguardar la integridad  de la comunidad universitaria 

incluida la integridad y salud del denunciante, y así también el patrimonio del 

centro de estudios. Esto, a su vez, redunda en un beneficio de toda la familia 

universitaria, todo ello en vista de garantizar el derecho a un ambiente seguro y 

saludable en el desarrollo estudiantil. 

Considero que la Sala Especializada en Protección al Consumidor debió ser más 

protagónica, ya que su conducta se encuentra guiada por los principios de 

verdad material y el de impulso de oficio, en concordancia con el artículo 156° 

de la Ley Nro. 27444, porque en virtud de ellas la autoridad competente aun sin 

pedido de parte debe promover toda actuación que sea necesaria para su 

tramitación. 

Al comentar el articulo 156° de la Ley Nro. 27444, Juan Carlos Morón (2021) 

señala: 

El fundamento del deber de oficialidad aparece en la necesidad de 

satisfacer el interés público inherente, de modo directo o indirecto, 

mediato o inmediato, en todo procedimiento administrativo. De ahí que, 

resulte indispensable no dejar librada a la voluntad de los administrados 

concurrentes al procedimiento, el impulso según su mayor o menor interés 

en obtener una resolución certera, inmediata, pronta o diferida; y, por el 

contrario, exigir a la parte llamada a servir el interés público 
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(Administración), la función de impulsarlo, en todos sus aspectos, 

independientemente del interés que puedan mostrar los administrados. 

La oficialidad impone a los agentes cumplir las siguientes acciones 

concretas: 

- Iniciar el procedimiento. 

- Impulsar el avance del procedimiento, solicitando cuantos documentos, 

informes, antecedentes, autorizaciones y acuerdos sean necesarios, 

incluso si fuere contra el deseo del administrado, cuando sean asuntos de 

interés público (como, por ejemplo, en caso de desistimiento y abandono). 

- Remover los obstáculos de trámite. 

- Instruir y ordenar la prueba. 

- Subsanar cualquier error u omisión que advierta en el procedimiento. 

El deber de oficialidad no solo exige ciertas acciones positivas por 

parte del funcionario, sino algunas obligaciones de no hacer. En tal virtud, 

la Administración no puede proceder al archivo de un expediente sin 

haberlo resuelto (expresa o tácitamente) y aun en el caso que el 

procedimiento sea concluido de manera atípica (abandono, desistimiento, 

renuncia, caducidad, etc.) amerita una resolución expresa que así lo 

establezca. (p.811) 

Hace lo propio Héctor Escola (1981) haciendo un comentario al principio de 

oficialidad: 

En el procedimiento administrativo en cambio, domina el principio de 

oficialidad, según el cual es la propia autoridad administrativa la que insta 
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las actuaciones, la que tiene el derecho y al mismo tiempo el deber de 

mover el procedimiento hasta llegar al dictado del acto administrativo que 

sea del proceso desarrollado y con el cual se lleva a cabo la gestión del 

interés público. En consecuencia, el principio de oficialidad consagra y 

reconoce la impulsión de oficio de los procedimientos administrativos por 

la misma Administración Pública, a la que no obsta que ciertos 

procedimientos, como ocurre con los recursos administrativos, solo 

puedan iniciarse a petición de parte interesada, puesto que, aun en estos 

supuestos, la facultad y la carga de llevar adelante el procedimiento recae 

siempre sobre la Administración. (p. 177) 

Además de ello, al constatar la colisión de dos derechos fundamentales en 

conflicto, es decir, por un lado, el derecho a la intimidad del denunciante y, por 

otro, el derecho al patrimonio y el deber de garantizar el derecho de la comunidad 

universitaria a gozar de los servicios educativos dentro un ambiente seguro y 

saludable.  

En la línea del principio de impulso de oficio Félix Aliga (2021) señala: 

La Administración Pública -como gestora del bien común- tiene el deber 

de actuar exoficio en la prosecución del interés público, impulsando el 

procedimiento para llevarlo a cabo, cualquiera fuere la intervención e 

impulso que tuvieran los administrados. Desde luego, que ello no suprime 

la intervención de los administrados. 

Esa impulsión de oficio hace que en el procedimiento 

administrativo la autoridad administrativa investigue los hechos, acumule 

las pruebas, aclare los puntos que aparezcan como dudosos y, en fin, 
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llegue a precisar, sobre bases efectivas, los supuestos sobre los cuales 

ha de fundar su decisión y actividad posterior. 

El principio de oficialidad no excluye la posibilidad de que los 

administrados tomen en el procedimiento administrativo un papel activo 

formulando peticiones, aportando probanzas o realizando alegaciones, y 

en general cumpliendo cualquier acto que tienda a hacer que la 

Administración Pública lo lleve adelante. 

Se debe cumplir el objeto de determinar la verdad administrativa, 

aplicarla y ejecutarla, tratando de satisfacer con eficacia los intereses 

públicos, respetando las situaciones particulares de los administrados. 

(p.55) 

Sumado a ello, debió también utilizar el test de proporcionalidad como una 

herramienta argumentativa adicional, considero que la medida adoptada por 

parte de la universidad denunciada se encuentra enmarcada dentro de lo 

razonable, ya que la intensidad de la intervención al derecho a la intimidad es 

leve frente a lo que se trata de tutelar y garantizar, que es el derecho al 

patrimonio de la comunidad universitaria y la seguridad e integridad de todos los 

estudiantes. 

Asimismo, la comisión y la sala en sus respectivos razonamientos jurídicos 

plasmados en los fundamentos de las respectivas decisiones han señalado que 

no existe norme legal que obligue a la universidad a emplear alguna medida bajo 

una formalidad predeterminada, sino que por el contrario existe plena libertad en 

las universidades del país para fijar las que crea convenientes. 
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Sala Especializada en Protección al Consumidor recurre al derecho comparando 

y coloca ejemplos de otros países, donde se ha empleado un protocolo para la 

medida de revisión de mochilas; no obstante, señala que en el Perú no existe 

normativa que imponga una forma previa para que el proveedor educativo adopte 

las medidas que crea conveniente a efectos de resguardar y garantizar la 

seguridad dentro de sus instalaciones. 

La comisión y la sala han reconocido incluso la libertad en la administración de 

la universidad y que el proveedor de productos y servicios educativos es libre de 

implementar las medidas que crea conveniente, en vista de ello, se ha terminado 

vulnerando el principio de tipicidad y se ha interpretado de manera extensiva una 

norma sancionadora cuando la manera correcta de aplicar una norma de esa 

naturaleza es restringidamente, porque terminar sancionando a la denunciada 

por no tener un protocolo o procedimiento previo para aplicar la medida de 

revisión de mochilas es simplemente englobar una conducta en el supuesto de 

infracción al deber de idoneidad sin respetar este criterio interpretativo, y se 

vuelve palpable este incorrecto accionar de la sala, porque es ella misma la que 

señala que hay libertad para implementar cualquier medida y que no existe 

dispositivo legal que obligue al proveedor a obedecer determinada formalidad.  

Respecto al principio de tipicidad Christian Guzmán (2013) señala: 

Por el principio de tipicidad – que se confunde en ocasiones con el 

principio de legalidad sancionadora, incluso en sentencias del Tribunal 

Constitucional – solo constituyen conductas sancionables 

administrativamente las infracciones previstas expresamente en normas 

con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir 

interpretación extensiva o analogía. En tal sentido, este principio se 
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asemeja a su equivalente a nivel del derecho penal, puesto que establece 

que solo la ley puede establecer las infracciones y sanciones respectivas, 

sea cual fuese el ámbito jurídico en el cual las mismas se apliquen. 

El principio de tipicidad proviene entonces de una doble necesidad. 

En primer lugar, de los principios generales de libertad, establecidos 

formalmente en la Constitución y que tienen directa relación con el 

establecimiento del Estado de Derecho, puesto que nadie está obligado a 

hacer lo que la ley no manda ni impedido de hacer lo que esta no prohíbe. 

En segundo lugar, el citado principio tiene un correlato evidente en la 

seguridad jurídica, puesto que permite que los administrados tengan un 

conocimiento certero de las consecuencias de los actos que realicen. 

(p.667). 

Por otro lado, respecto al extremo referente a la vulneración del artículo 38.3 por 

supuestamente haber efectuado un trato diferenciado ilegal e injustificado, por 

no replicar las revisiones de las mochilas en los alumnos que ingresan a las 

instalaciones de la universidad con vehículos mientras que sí con los que 

ingresan a pie, me encuentro en desacuerdo porque a diferencia de la probanza 

de la supuesta infracción del deber de idoneidad con los sucedáneos indicios, 

estos no fueron empleados para determinar la responsabilidad por infracción al 

artículo 38.1 cuando por el artículo 39° la comisión y sala se encuentran en la 

facultad de hacerlo. 

De modo que, se omitió emplear los sucedáneos para determinar 

responsabilidades además que se interpretó de manera errada la solicitud de 

fiscalización hecha por el denunciante, puesto que, de una lectura minuciosa de 

la denuncia, se puede desprender que lo que buscaba era el empleo de un medio 
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probatorio proponiendo para el efecto una inspección. El espíritu de dicho pedido 

fue este, sin embargo, tanto la sala como la comisión lo interpretaron como una 

fiscalización y al ser una atribución exclusiva de la administración, aquella fue 

negada y se consideró al denunciante sin la legitimidad necesaria para llevar a 

cabo tal solicitud.  

Además de ello, comentando las distintas cargas de prueba que recaen en 

cabeza tanto del consumidor y proveedor Esteban Carbonell (2021) menciona lo 

siguiente: 

En este caso, se estaría determinando que la carga de la prueba recae en 

quien alegue un hecho (trato desigual), por ello, el presente artículo señala 

que cuando sea el consumidor quien alegue el trato desigual, sobre este 

recaerá la carga de la prueba. Sin embargo, señala que cuando el 

procedimiento se inicie por iniciativa de la administración, la carga de la 

prueba recaerá en ella.  

Sin embargo, como señala el presente artículo "para acreditar tal 

circunstancia, no es necesario que el afectado pertenezca a un grupo 

determinado", es decir, la persona afectada por el trato desigual puede 

realizar la denuncia individualmente, sin necesidad de pertenecer a un 

grupo determinado o asociación de consumidores determinada. 

Como indica el presente artículo, es el proveedor del producto o 

servicio quien tiene la obligación de acreditar la existencia de una causa 

objetiva y justificada para tal trato desigual. Y, en caso de demostrar de 

manera objetiva y justificada el trato desigual a un consumidor o usuario, 

le corresponde a la otra parte (consumidor o administración, según sea el 
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caso) probar que esta es en realidad un pretexto o una simulación para 

incurrir en prácticas discriminatorias.  

Finalmente, la norma señala que, para estos efectos, es válida la 

utilización de indicios y otros sucedáneos de los medios probatorios. 

(pp.182-183) 

Una inspección propuesta como medio probatorio, aunado a la aplicación del 

principio de impulso de oficio y de verdad material y en concordancia con el 

artículo 156° del Código de Producción y Defensa del Consumidor que lo obliga 

a promover cualquier actuación que fuese necesaria para su tramitación, 

hubiesen sido los ejes impulsadores de una actividad más protagónica de la 

Comisión y Sala Especializada para la resolución de las cuestiones que se 

ventilaron ante su presencia.  

En relación con el principio de verdad material José María Pacori (2021) ha 

señalado lo siguiente: 

Es así que, en atención al principio de verdad material, las autoridades 

disciplinarias pueden actuar los medios de prueba necesarios para 

cautelar el interés público sin perjudicar los derechos de los servidores 

presuntamente infractores, esto es, en atención al principio de verdad 

material, la autoridad administrativa no limita su actividad probatoria a los 

medios de prueba que puedan ofrecer los administrados, sino que puede 

solicitar la colaboración de otras entidades públicas en la acumulación de 

medios probatorios.  
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En todo caso, la administración podrá disponer de oficio y en 

cualquier momento, la práctica de cuantas pruebas se estime pertinentes 

para la más acertada decisión del asunto. 

La actuación de medios de prueba de oficio implica la posible 

solicitud de pruebas a los administrados, por esta facultad los 

administrados y sus apoderados tienen la obligación de colaborar en la 

práctica de las pruebas decretadas, la autoridad competente comunicara 

a los interesados, con antelación suficiente, el lugar, fecha y hora en que 

se practicará la prueba, con la advertencia, en su caso, de que el 

interesado pueda nombrar apoderado o peritos para que le asistan. En 

efecto, la autoridad puede exigir a los administrados la comunicación de 

informaciones, la presentación de documentos o bienes, el sometimiento 

a inspecciones de sus bienes, así como su colaboración para la práctica 

de otros medios de prueba, para el efecto se cursa el requerimiento 

mencionando la fecha, plazo, forma y condiciones para su cumplimiento 

(Art. 178 TUO Ley 27444, Perú), será legítimo el rechazo a la exigencia 

prevista, cuando la sujeción implique: la violación al secreto profesional, 

una revelación prohibida por la ley, suponga directamente la revelación 

de hechos perseguibles practicados por el administrado, o afecte los 

derechos constitucionales, en ningún caso esta excepción ampara el 

falseamiento de los hechos o de la realidad (Art. 178 TUO Ley 27444, 

Perú), el acogimiento a esta excepción será libremente apreciada por la 

autoridad conforme a las circunstancias del caso, sin que ello dispense al 

órgano administrativo de la búsqueda de los hechos ni de dictar la 

correspondiente resolución (Art. 178 TUO Ley 27444, Perú). (pp. 561-562) 
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Por su parte, la clara omisión del no empleo de los sucedáneos (indicios) cuando 

se encontraban habilitados por el artículo 39° demuestra una dejadez o una falta 

de ligero protagonismo saludable para el procedimiento y el esclarecimiento de 

los hechos. Sin que esta actividad, merme la obligación de las partes de aportar 

el caudal probatorio para acreditar sus aseveraciones y hechos señalados en 

sus escritos. 

Finalmente, la denunciada ha cumplido con informar de manera oportuna la 

medida de revisión de mochilas y maleteras, puesto que dichas medidas están 

consignadas en el Reglamento de Disciplina de la denunciada, de modo que el 

denunciante tuvo a su disposición dicho documento y atendiendo a que hay 

libertad en la manera en que el proveedor adopta sus mecanismos, y no existe 

norma que lo vincule a observar alguna formalidad conforme lo ha mencionado 

la propia sala especializada, resulta oportuna y suficiente la información sobre 

las medidas que tomaría la universidad de ser requeridas.  

En consecuencia, el denunciante no tenia fundamento para negarse a la revisión 

de sus mochilas, además que en el propio reglamento se señala que las 

revisiones serán no solamente para las mochilas, sino también en las maleteras, 

ergo, no existe trato diferenciado injustificado, ya que se está estableciendo de 

manera previa y oportuna que, en dichos supuestos, tanto de mochilas como de 

maleteras (vehículos) se aplicará dicha medida. La misma lógica, empleando 

indicios, aplicó la sala especializada para encontrar responsabilidad en la 

denunciada sobre la infracción al deber de idoneidad.  
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V. CONCLUSIONES  

 

La conclusión radica en la importancia de los principios que rigen las actuaciones 

de la administración pública, y como estos pueden coadyuvar a un mejor 

desenvolvimiento del procedimiento, a limitar la discrecionalidad con la que se 

conduce y a la proscripción de la arbitrariedad en la que pudiera ser tentada la 

autoridad al momento de resolver. 

 

En esa misma línea, se apuntala la relevancia del test de proporcionalidad como 

herramienta argumentativa entre la colisión de principios (derechos 

fundamentales), y como uno de ellos debe ceder ante el otro en un caso en 

concreto, puesto que, está de más decir, que todas las situaciones no son 

iguales, cada una tiene sus propios matices.  

 

Finalmente, la importancia del rol ligeramente más protagónica que debería 

ostentar la autoridad administrativa a fin de esclarecer las cuestiones que llega 

a conocer, ordenando la práctica de las actuaciones necesarias para arribar a 

una solución, y empleando cualquier medio jurídico que le franque el 

ordenamiento (sucedáneos) para lograr su finalidad. 
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VII. ANEXOS: 

 

-  Denuncia Administrativa 

- Contestación de la Denuncia. 

- Resolución de primera instancia. 

- Recurso de Apelación. 

- Resolución de segunda instancia. 
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